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Exp. 507/2020-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 507/2020.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: LA PERSONA MORAL DENOMINADA **********

	DEMANDADA: DIRECTOR DE LA DIRECCIÓN DE COMERCIO DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.                                                                                                                                                                                                                                                                                                


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., quince de enero del dos mil veintiuno. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 507/2020, promovido por el C. **********en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral denominada**********, señalando como autoridad demandada al Director de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí. 
R E S U L T A N D O


I.- Con escrito presentado en el buzón de promociones de termino de este tribunal, el treinta de julio del dos mil diecinueve, mediante el folio **********, el C. ********** en su carácter de apoderado legal de la persona moral denominada**********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridad demandada al Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí y como acto impugnado el siguiente:
 “… la resolución que se combate es la dictada el pasado 30 de diciembre de 2019, de folio **********, emitida por el director de la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí..”  
II.- En proveído de once de agosto del dos mil veinte, se dio cuenta con el escrito de demanda y sus anexos y se tuvo por admitida la demanda promovida por la persona moral actora; ordenándose correr el traslado correspondiente a la autoridad señalada como demanda con el escrito de demanda  –y sus anexos- para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinentes.

Así mismo, se le tuvo a la parte actora por ofreciendo las documentales referidas en su demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la admisión de la contestación.

Además en atención a lo establecido en el ACUERDO GENERAL ADMINISTRATIVO 11/VI/2020 dictado por el Pleno de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en fecha once de junio del año en curso, por el cual se emitieron los lineamientos administrativos y protocolos de acceso y prácticas en las instalaciones de labores para el retorno de actividades, durante la emergencia del SARS-CoV2 (COVID-19), se requirió a las partes del presente juicio para que señalaran algún medio electrónico (correo electrónico, número telefónico, etc) para efecto de informarles respecto de alguna diligencia de notificación que se les debiera realizar en el presente asunto.

III.- En proveído de veintidós de octubre del dos mil veinte, se dio cuenta con el oficio con sus anexos, signado por **********, en su carácter de Director de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, recibido con el folio ********** en el buzón de promociones de término de este Tribunal, el tres de septiembre del dos mil veinte; visto el contenido del mismo, se tuvo a la citada autoridad demandada por contestando la demanda, por lo que se ordenó con el oficio contestatorio y sus anexos dar vista a la parte actora, para los efectos legales correspondientes.

Por otra parte, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo de los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora:

· Copia certificada del Instrumento Notarial **********, a cargo del protocolo licenciado **********, Notario Público **********, con ejercicio en el Estado de **********;
· Resolución administrativa de treinta de diciembre de dos mil diecinueve, firmada por el Director de Comercio del ayuntamiento de San Luis Potosí, el que constituye el acto impugnado;

· Copia al carbón de la cédula de notificación número **********;
· Copia simple de la orden y acta de inspección **********, de diez de diciembre de dos mil diecinueve;
· Expediente administrativo que la autoridad demandada ofreció en copia certificada;
· Instrumental de actuaciones; y
· Presuncional legal y humana.

A la autoridad demandada:

· Copia certificada de su nombramiento

·  Copia certificada de la orden de visita, orden de comisión y acta de inspección, todas con número de identificación **********;
· Copia certificada de la resolución administrativa de treinta de diciembre de dos mil diecinueve, firmada por el Director de Comercio del ayuntamiento de San Luis Potosí, que constituye el acto impugnado;
· Instrumental de actuaciones; y
· Presuncional legal y humana.
Finalmente, se señalaron las doce horas del veinte de noviembre del dos mil veinte, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
IV.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia del autorizado de la parte actora. Enseguida el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala Unitaria dio lectura al escrito de demanda y  al de contestación e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se dio cuenta de los que por escrito formulo el autorizado de la persona moral demandante y se le tuvo a  la autoridad demandada por precluido su derecho para formular alegatos. Finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos para formular el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo, conforme a lo dispuesto por los artículos 116, segundo párrafo, fracción V, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracción I, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2+°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal de esta entidad donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En el presente caso comparece a juicio el C. **********, en su carácter de representante legal de la persona moral denominada **********, acredita su personalidad con la copia certificada del instrumento público número ********** del libro **********, folio ********** del protocolo de notario público número **********de **********, mediante el cual la persona moral ya referida, otorga en favor de **********, Poder General, para Pleitos y Cobranzas, y actos de administración, documento visible a fojas 57 a la 67 de autos, conforme a lo previsto en el artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de ahí que resulta innegable que la compareciente acredita su personalidad para comparecer a demandar en el presente juicio.
Respecto del interés jurídico de la empresa accionante, se advierte que en la resolución impugnada –visible del folio 69 a 71 de autos- se le está imponiendo a la empresa actora una multa, misma que se le exige su pago; por lo que la accionante tiene interés jurídico para acudir a este juicio contencioso administrativo a solicitar su nulidad, sin embargo, esto es únicamente en cuanto hace a esa multa impuesta, pues para poder impugnar alguna resolución derivada de una actividad reglada, es decir, de aquellas que para su desempeño es necesario que el particular cuente con la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio; se requiere que los particulares al acudir a juicio exhiban su respectiva autorización, licencia o permiso según se trate, como un requisito indispensable para acreditar su interés jurídico con motivo de la acción intentada de manera tal que, cuando el particular que acude a juicio no cuente y/o no exhiba dicha autorización, permiso o licencia según se trate; sólo podrá ser materia de impugnación en estos casos; la sanción que le haya sido impuesta.

Ello, conforme a lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:
Época: Novena Época, Registro: 165594, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA.- Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere. 
Por su parte, el Director de Comercio del H. Ayuntamiento  de San Luis Potosí, acreditó su personalidad con la copia certificada de su nombramiento expedido por el Oficial Mayor H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, la cual obra agregada a fojas 97 del expediente en que se actúa. 

Las documentales referidas en supra líneas gozan de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de la resolución dictada el 30 de diciembre de 2019, folio ********** por la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, a través de la cual, se impuso a la persona moral denominada **********, una multa por la cantidad total de **********
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
Esta Sala Unitaria advierte que el Director de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, al contestar la demanda, hace valer la causal de improcedencia prevista en las fracción II y XII del artículo 228 del Código Procesal Administrativo del Estado
 en relación con el Artículo 229 fracción II,
 y 231
 de la citada legislación y al efecto manifiesta que estima se actualizan las causales de improcedencia y sobreseimiento invocadas, alegando que para la procedencia del juicio de nulidad se requiere en primer término que el quejoso acredite tener un interés jurídico o legítimo y en segundo término, que ese interés se vea agraviado de forma personal y directo y que en el caso concreto, la parte actora no acredito ni aun indiciariamente su interés jurídico o legitimo para instar al juicio de nulidad, tomando como punto de partida que el acto reclamado radica en la emisión y ejecución de actos de naturaleza administrativa, derivado de la realización de una actividad comercial y la colocación de un anuncio comercial dentro de la demarcación territorial municipal, sin que la Sociedad Mercantil actora haya ofrecido prueba alguna de la que se advierta que tiene la titularidad de una autorización municipal para ejercer una actividad comercial  y/o  para la colocación  de un anuncio en el bien inmueble ubicado en el ********** ya que se trata de una actividad regulada y que al no demostrar que cuenta con autorización municipal  no se cuenta con el interés jurídico necesario.
A juicio de esta Sala Unitaria la excepción hecha valer por la autoridad demandada resulta ser parcialmente fundada, ello en virtud de las siguientes consideraciones:

Primeramente, cabe precisar que en efecto, en  términos de lo dispuesto por el citado artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico exhibiendo la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso correspondiente.

En otra parte, respecto al tema que nos ocupa;  la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido que cuando el particular acude a juicio sin contar o exhibir alguno de los mencionados documentos que acredite tal interés, en caso de que además de la orden y los actos del procedimiento respectivo, se controvierta la sanción impuesta, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la legalidad de esa sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron y el consecuente procedimiento administrativo, tal como se estableció en la jurisprudencia, difundida en la página 268 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, enero del 2010, materia administrativa, con número de registro 165594, que textualmente dice lo siguiente:
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA.- Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere.” 
Por consiguiente, conforme al criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para poder impugnar alguna resolución derivada de una actividad reglada, se requiere que los particulares al acudir a juicio exhiban su respectiva autorización, licencia o permiso según se trate, como un requisito indispensable para acreditar su interés jurídico con motivo de la acción intentada; de manera tal que, cuando el particular no cuente y/o no exhiba dicha autorización, permiso o licencia según se trate; sólo podrá ser materia de impugnación en estos casos; la sanción que le haya sido impuesta. 
En esa tesitura,  en el caso que nos ocupa se tiene que si bien es cierto que la parte actora no acreditó contar con la licencia municipal de funcionamiento a que se refiere la autoridad demandada en términos del artículo 52, fracción II del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí, para la realización de una actividad reglada; también lo es que al haber controvertido en esta vía jurisdiccional, la resolucion definitiva precisada en el Resultando I, de esta sentencia, mediante la cual la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, impuso a la persona moral demandante, una multa por la cantidad total de **********; es de considerarse que conforme al criterio jurisdiccional invocado con anterioridad, no habría impedimento legal para que esta Sala Unitaria analice la legalidad o ilegalidad de la sanción impuesta, debiendo ceñirse al estudio de la multa, conforme a los conceptos o argumentos encaminados a combatirla, sin poder analizar aquéllos enderezados en contra de los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como son las Órdenes de Visita e Inspección, las Actas de Verificación Circunstanciadas.
Por tanto, lo único que será motivo de análisis en el fondo de esta controversia será la resolución ya precisada en el Resultando I, de esta sentencia en la parte relativa a la imposición de la sanción en ella establecida a la persona moral actora y, no aquellos elementos ajenos o distintos a ella, como lo son; las Órdenes de Visita e Inspección, las Actas de Verificación Circunstanciadas, y el consecuente procedimiento administrativo sancionador que antecedieron a la resolución impugnada, de lo que se sigue, que esta Sala Unitaria únicamente examinará los conceptos de impugnación formulados en contra de la citada resolución –en lo referente a la multa impuesta-, sin analizar aquéllos otros argumentos que se encuentren dirigidos a controvertir actos diversos.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a fojas 06 a la 55 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran. 
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Primeramente cabe precisar que como ya se adelantó, los argumentos de la parte actora serán estudiados desde la perspectiva de que esta, únicamente tiene interés jurídico para controvertir la legalidad de la sanción impuesta, por tanto la litis en la presente controversia consiste en analizar la legalidad o ilegalidad en su caso, de la resolución administrativa de treinta de diciembre del dos mil diecinueve dirigida al “**********,  ubicado en **********, en esta Capital, por la cual se impuso una multa por la cantidad de **********, con base en los conceptos de impugnación expuestos por el accionante y conforme al contenido integral de su escrito de demanda.
En ese contexto, la accionante en el Primero de sus conceptos de impugnación hace valer la ilegalidad del acto impugnado, en virtud de que la emisora no funda debidamente su competencia material, ni facultades para ordenar la multa y al efecto aduce substancialmente lo siguiente.

Que de los fundamentos expuestos por la autoridad demandada para fundar su competencia, no se advierte que el titular de la Dirección de Comercio tenga previsto facultades para emitir imponer sanciones económicas como la que se determina en la resolución impugnada; 
Afirma el Apoderado legal de la persona moral actora, que en la resolución de 30 de diciembre del 2019, en el apartado respectivo a la competencia, la autoridad demandada fundamenta su competencia entre otras disposiciones, en los artículos 31 inciso c) fracción XVIII y 70 fracción I y XXI de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 3° fracciones VII y VIII; 4° fracciones I, V y VII; 9° y 91 del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí; 3° fracciones VII y VIII, 5° fracciones I, VI y XI, 11 y 72 del Reglamento de Anuncios del Municipio de San Luis Potosí, y artículos 133 fracción II, 160 y 163 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, sin que ninguno de esos preceptos faculten a la Dirección de Comercio para determinar una sanción económica en perjuicio de los particulares y que por tanto el ente administrativo demandado no puede fundamentar su actuación en preceptos normativos que no hacen mención a dichas facultades.

Añade que los invocados normativos legales citados por la autoridad se refieren a: (i) facultades y obligaciones de los Ayuntamientos para infraccionar y a la facultad del Presidente Municipal para expedir licencias a los particulares en el ámbito de su competencia; (ii) la definición normativa de la Dirección de Comercio y la del Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad e Inspección General; (iii) la previsión de la Dirección de Comercio  como autoridad; (iv) que la Dirección de Comercio tiene facultades y obligaciones en materia de regulación de actividades Comerciales, industriales y de Prestación de Servicios, sin precisar cuáles son estas facultades y obligaciones; (v) el tipo de sanciones a que se puede hacer acreedor un particular, sin precisar el tipo de sanciones, el grado de afectación de la esfera jurídica del particular ni los parámetros de su imposición; (vi) las áreas para la prestación de servicios Municipales y (vii) que la Dirección de Comercio cuenta con atribuciones y facultades, sin precisar cuáles son estas atribuciones y facultades.

También refiere el accionante que el artículo 31 inciso c) fracción XVIII y 70 fracción I y XXI de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, se constriñe a determinar la facultad de los Ayuntamientos para imponer infracciones por violaciones a las leyes, bandos y reglamentos municipales, pero que dicha facultad destacadamente es asignada al Ayuntamiento como Órgano de Gobierno y no a una Dirección; que por lo que respecta a los artículo 9° y 91 del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí y los numerales 11 y 72 del Reglamento de Anuncios del Municipio de San Luis Potosí, si bien establecen que la Dirección de Comercio tiene diversas facultades y obligaciones en materia de regulación de actividades así como también las sanciones que se pueden imponer, lo cierto es que la demandada fue omisa en precisar en la resolución impugnada la fracción, inciso o subinciso que le otorga competencia para imponer sanciones, y específicamente sanciones económicas, por lo que se vulnera el principio de seguridad jurídica en perjuicio de su representada, puesto que dichos preceptos normativos contienen una serie de supuestos competenciales independientes unos de otros y en diversas materias, así como distintas sanciones de distintos grados de afectación y con parámetros particulares, por lo que estima que la mera invocación de los artículos sin precisar la fracción, inciso o subinciso que prevea las facultades dentro del caso concreto deja un manifiesto estado de inseguridad jurídica a su representada al desconocer cuál de los preceptos normativos que rigen la actividad de la Dirección de Comercio, contiene los supuestos que facultan a su titular para imponer sanciones económicas y concluye señalando que la resolución impugnada fue dictada en contravención a los artículos 14 y 16 Constitucionales, en relación con los artículos 164 fracción I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en tanto que carece de la debida fundamentación competencial como requisito esencial de todo acto administrativo. 

Al respecto debe decirse  que a juicio del Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria es fundado el argumento que hace la parte actora, cuando sostiene que el acto impugnado adolece de una indebida fundamentación de la competencia de la autoridad emisora, al omitir señalar con precisión la fracción del normativo legal que establece la competencia, como enseguida se explica.
En principio es necesario establecer que además de lo señalado por el actor, del contenido del artículo 250 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se deduce el imperativo, de analizar de oficio la competencia de la autoridad emisora del acto de molestia,
 obligación que si bien implica el estudio de la competencia de la autoridad, también encierra que se analice si el acto impugnado contiene el fundamento debido de la competencia de la autoridad que emite el acto de molestia. La anterior facultad-obligación, se obtiene del siguiente criterio jurisprudencial:

“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.”
 (El subrayado es nuestro.)

En ese sentido primeramente resulta conveniente tener en cuenta el contenido de los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que la misma autoridad cita como fundamento en su acto impugnado, disposiciones constitucionales que establecen lo siguiente:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
“Artículo 14. (…)

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho…”

“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento…”

De los preceptos constitucionales transcritos se obtiene que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico.

Por su parte el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 164.- Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

(…)

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;

V. Estar fundado y motivado…”

Por otra parte las fracciones I, IV y V del artículo 164, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicables al acto impugnado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 163 del mencionado Código Procesal, antes transcritos, se conoce que todo acto de molestia precisa de la concurrencia indispensable de tres requisitos mínimos, a saber:

· Que provenga de autoridad competente.

· Que se exprese por escrito.

· Que en los documentos escritos en los que se exprese, se funde y motive la causa legal del procedimiento. 

Ahora bien, respecto del primero de los requisitos enunciados, esto es, que el acto de molestia provenga de autoridad competente, es de recordarse que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha resuelto que la esencia del  artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, implica la obligación para la autoridad administrativa que emite un acto de molestia, de citar de manera clara, suficiente y precisa las normas legales que le facultan para su actuación, ya que sólo de esta manera se otorga certeza y seguridad jurídica a los particulares frente a los actos de las autoridades que pudieran lesionar su interés jurídico, esto es que, que para cumplir con el derecho de fundamentación establecido en el artículo 16 Constitucional, es necesario que la autoridad precise su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la Ley, Reglamento, Decreto o acuerdo que le otorguen la atribución ejercida.

a) Materia: Atiende a la naturaleza del acto y a las cuestiones jurídicas que constituyen el objeto de aquel, se ubican dentro del campo de acción de cada órgano, que se distingue de los demás;

b) Grado: También llamada funcional o vertical y se refiere a la competencia estructurada piramidalmente, que deriva de la organización jerárquica de la administración pública, en la que las funciones se ordenan por grados (escalas) y los órganos inferiores no pueden desarrollar materias reservadas a los superiores o viceversa;

c) Territorio: Esta hace alusión a las circunscripciones administrativas. El Estado por la extensión de territorio y complejidad de las funciones que ha de realizar, eventualmente se encuentra en necesidad de dividir su actividad entre órganos situados en distintas partes del territorio, cada uno de los cuales tiene un campo de acción limitada localmente; por tanto, dos órganos que tengan idéntica competencia en cuanto a la materia, se pueden distinguir, sin embargo, por razón de territorio;

d) Cuantía: Atiende al mayor o menor quantum, se determina por el valor jurídico o económico del objeto del acto que ha de realizar el órgano correspondiente.
Respalda lo anteriormente señalado, lo sostenido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia, publicada en la página 12 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Octava Época, Tomo Núm. 77, Mayo de 1994, materia Común, con número de registro 205463, que textualmente dice lo siguiente.

COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.

De igual manera apoyan las consideraciones de esta Sala Unitaria, el criterio sostenido, por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los criterios de jurisprudencia cuyo contenido es el siguiente.

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO.

 De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder  de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.”

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE  TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE.
 De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno  de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”

Así, la competencia de la autoridad constituye un requisito esencial para la validez jurídica de los actos que esta emita, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente se dictará por quien tenga competencia para ello, puesto que las autoridades solo pueden hacer lo que las ley les permite.

De tal manera que para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación que tutela el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa en el acto de molestia, es necesario que en el documento que lo contenga, se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación, e incluso de tratarse de normas complejas ha de transcribirse el apartado específico en donde se otorguen dichas atribuciones para actuar, ello, a fin de señalar con toda exactitud las facultades que en el ámbito competencial se encuentra ejerciendo; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que aquél ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. 
Esto es así, porque no es permisible abrigar en el principio constitucional en cuestión, ninguna clase de ambigüedad, puesto que la finalidad de la misma, esencialmente, consiste en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica, aspecto que encuentra su fundamento en el artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión y que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida.
 

De tal manera que resulta obligatorio que en el propio acto se exprese además del carácter de la autoridad respectiva que lo suscribe, el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tales facultades, habida cuenta que la eficacia jurídica del acto administrativo está condicionado a que haya sido realizada por la autoridad facultada para ello, dentro de su ámbito competencial determinado por las disposiciones legales - normas legales o reglamentarias – que delimitan su campo de acción, sin que sea posible considerar que para cumplir con los fines del derecho fundamental garantizado en el artículo 16 constitucional, baste la cita del ordenamiento legal que le otorgue competencia, ya que la organización de la administración pública en nuestro país está encaminada a distribuir las funciones de los órganos que la integren por razón de materia, grado y territorio, a fin de satisfacer los intereses de la colectividad de una manera eficiente; para lo cual, si bien es cierto que en una ley, reglamento, decreto o acuerdo, es en donde por regla general, que admite excepciones, se señala la división de estas atribuciones, no menos cierto lo es que aquéllos están compuestos por diversos numerales, en los que se especifican con claridad y precisión las facultades que a cada autoridad le corresponden.

En ese contexto, por lo que hace al acto impugnado en este juicio, se aduce que el mismo es violatorio de los principios de legalidad y seguridad jurídicas a que se ha hecho relación, toda vez que del análisis integro de la resolución administrativa de fecha treinta de diciembre del dos mil diecinueve dirigida al propietario y/o titular de la negociación denominada “**********,  ubicado en **********, en esta Capital, por la cual se impuso una multa por la cantidad de **********, se aprecia que la autoridad emisora incumplió con la obligación legal de establecer el dispositivo en el que se encuentra conferida su facultar para dictar el acto de molestia al particular.

En el expediente del presente juicio como ya se dijo, obra visible a fojas 69 a la 71 de autos la resolución impugnada  misma que se tiene a la vista, advirtiéndose en ella, que en el Considerando “PRIMERO” de la misma, el Director de Comercio del H. Ayuntamiento asentó las disposiciones legales que lo facultan para emitir esas referidas resoluciones sancionatorias, tal y como se desprende de la siguiente transcripción: 

“CONSIDERANDO;”

“PRIMERO. Esta Dirección de Comercio Municipal es competente  para conocer y resolver el presente asunto, conforme a las facultades que detenta y deviene de lo dispuesto por los Artículos 14, 16 y 115 de la Constitución Política  de los Estados Unidos Mexicanos; 114 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 31 inciso c), fracción XVIIII, 70 fracción I y XXI de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 3o fracción VII y VIII, 4 fracción I, V y  VII y 9 del Reglamento para el Ejercicio de actividades Comerciales, Industriales y de prestación de Servicios en el Municipio de San Luis Potosí, 3° fracción VII y VIII, 5° Fracción I, VI, XI y 11 del Reglamento de Anuncios del Municipio de San Luis Potosí y 133 Fracción II, 160 y 163 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí.”

De lo transcrito, se advierte que el Director de Comercio del H. Ayuntamiento, para fundar su competencia citó como fundamentos, entre otros, los artículos 31 inciso c), fracción XVIIII, 70 fracción I y XXI de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 3o fracción VII y VIII, 4 fracción I, V y  VII y 9 del Reglamento para el Ejercicio de actividades Comerciales, Industriales y de prestación de Servicios en el Municipio de San Luis Potosí, 3° fracción VII y VIII, 5° Fracción I, VI, XI y 11 del Reglamento de Anuncios del Municipio de San Luis Potosí y 133 Fracción II, 160 y 163 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí; los cuales establecen lo siguiente:

Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí
Artículo 31. Son facultades y obligaciones de los ayuntamientos:

c) En materia Operativa:

XVIII. Infraccionar a las personas físicas o morales por violaciones a las leyes, bandos y reglamentos municipales vigentes;

Artículo 70. El Presidente Municipal es el ejecutivo de las determinaciones del Ayuntamiento; tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 

I. Cumplir y hacer cumplir la Ley Orgánica del Municipio Libre, el Bando de Policía y Gobierno, los reglamentos y demás ordenamientos del Municipio, y las resoluciones del Cabildo que estén apegadas a derecho;

... 
XXI. Conceder y expedir en los términos de ley, las licencias para el aprovechamiento de parte de particulares de las vías públicas, así como las relativas al funcionamiento de comercios, espectáculos, cantinas, centros nocturnos, bailes y diversiones públicas en general, mediante el pago a la Tesorería de los derechos correspondientes;
REGLAMENTO PARA EL EJERCICIO DE LAS ACTIVIDADES COMERCIALES, INDUSTRIALES Y DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS EN EL MUNICIPIO LIBRE DE SAN LUIS POTOSÍ.
Artículo 3º.- Para los efectos del presente Reglamento se entenderá:
……

VII.- DIRECCION: La Dirección de Comercio del Municipio del H. Ayuntamiento Constitucional de San Luis Potosí, como área de administración municipal encargada del ejercicio directo de las funciones y prestación directa de servicios públicos municipales normados por el presente Reglamento. Para el correcto cumplimiento de sus funciones tiene a su cargo los Departamentos de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad e Inspección General, como órganos que dependen de la misma.

VIII.- DEPARTAMENTO: El Departamento de Actividades Comerciales Espectáculos, Anuncios y Publicidad e Inspección General del H. Ayuntamiento Constitucional de San Luis Potosí, S. L. P., como el órgano dependiente de la Dirección de Comercio directamente encargado de aplicar y hacer cumplir las normas establecidas en el presente Reglamento en cuanto a su competencia, salvo aquellas que correspondan expresamente a otro órgano de Gobierno Municipal.
Artículo 4º.- Para los efectos del presente Reglamento, son autoridades:

I.  El Ayuntamiento de San Luis Potosí;
…..

V.  El Director de Comercio Municipal;

…..

VII. El Jefe del Departamento de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad
Artículo 9º.- Son facultades y obligaciones del Director de Comercio, las siguientes:
Reglamento de Anuncios del Municipio Libre de San Luis Potosí.

Artículo 3º.- Para los efectos de éste Reglamento se denominará:
……

VII.- Dirección: la Dirección General de Comercio del Gobierno Municipal de San Luis Potosí, S.L.P., como el área de la Administración Municipal encargada del ejercicio directo de las funciones y la prestación directa de los servicios públicos municipales normados por este Reglamento. Para el correcto cumplimiento de sus funciones tiene a su cargo los Departamentos de Actividades Comerciales y Espectáculos y el de Inspección General..

VIII.- Director: el Director General de Comercio del Municipio de San Luis Potosí.
Artículo 5º.- Para efectos del presente Reglamento son autoridades::
I. El Ayuntamiento;
…..

VI. El Director;
XI.- El Jefe de Departamento;
Artículo 11.- Son facultades y obligaciones del Director:
Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí.

Artículo 133.- Para la Prestación de los servicios municipales y el adecuado desempeño de su actividad, la Administración Municipal cuenta con las siguientes Áreas: 

II. Dirección General de Comercio.

Artículo 160. Las Direcciones Generales a que se refiere el artículo 133 del presente reglamento, tendrán las atribuciones que se establecen en este título.
Artículo 163. La Dirección General de Comercio tendrá a su cargo las atribuciones y facultades siguientes:

Conforme a lo anterior, se tiene que la autoridad emisora del acto impugnado no cumplió con la exigencia de precisar exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, como es la determinación de multa a la persona moral hoy actora.  

Lo anterior es así ya que del contenido de los preceptos legales citados por la autoridad en el acto impugnado se advierte que en ninguna de parte del texto anterior aparece específicamente la fracción, inciso o subinciso en la que se le otorgue la atribución ejercida; pues si bien es cierto dentro de la cita de normas que hace destacan los artículos 31 inciso c) fracción XVIII y 70 fracción I y XXI de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, al igual que los numerales 133 fracción II, 160 y 163 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí; se refieren a la garantía de seguridad y jurídica, a la forma de gobierno municipal, a las facultades del Ayuntamiento y a la existencia de la Dirección de Comercio como órgano de la Administración Pública Municipal; sin que estos contengan referencia concreta a las facultades del Director de Comercio, para emitir el acto que hoy se controvierte ante este Tribunal.
De igual manera en el acto impugnado destaca la cita de los artículos 3° fracción VII y VIII, 4 fracción I, V y  VII del Reglamento para el Ejercicio de actividades Comerciales, Industriales y de prestación de Servicios en el Municipio de San Luis Potosí, los cuales se refieren a la Dirección de comercio como área de administración municipal encargada del ejercicio directo de las funciones y prestación directa de servicios públicos municipales normados por el mismo Reglamento que tiene a su cargo los Departamentos de Actividades Comerciales, Espectáculos, Anuncios y Publicidad e Inspección General, como órganos que dependen de la misma y reconoce como autoridades para efectos del reglamento al Ayuntamiento de San Luis Potosí, al Ayuntamiento; el Director y el Jefe de Departamento, sin embargo, tampoco contiene referencia concreta a las facultades del Director de Comercio, para emitir el acto que hoy se controvierte ante este Tribunal.
Finalmente esta Sala Unitaria no omite señalar que también se advierte que la emisora del acto impugnado cita los artículos 9 del Reglamento para el Ejercicio de actividades Comerciales, Industriales y de prestación de Servicios en el Municipio de San Luis Potosí, y 11 del Reglamento de Anuncios del Municipio de San Luis Potosí, que se refieren a las facultades y obligaciones del Director de Comercio, y las cuales están compuestas por diversas fracciones que establecen las funciones y facultades de dicha autoridad; sin embargo la autoridad demandada cita genéricamente los artículos en comento, pero no cita cuál de las fracciones que conforman las citadas disposiciones reglamentarias son las que expresamente le confieren competencia para emitir el acto administrativo impugnado, lo que implica que  omite invocar la porción normativa exacta que le otorga la facultad para actuar en el sentido en que lo hizo, esto es para determinar la multa impuesta, en la medida de que las normas que se debe citar como fundamento de la competencia, son las que establecen la facultad especifica que se esté ejerciendo en el caso concreto, de ahí que la sola cita de los numerales 9 del Reglamento para el Ejercicio de actividades Comerciales, Industriales y de prestación de Servicios en el Municipio de San Luis Potosí, y 11 del Reglamento de Anuncios del Municipio de San Luis Potosí, sin señalar cuál de entre las facultades que prevé dicha disposición es la que se está ejerciendo, sea insuficiente para tener por cumplido el requisito de fundamentación de la competencia de la autoridad, pues no señala con precisión cuál de las facultades que le otorgan dichos preceptos normativos son las que está ejerciendo.
Lo anterior es así, tomando en consideración que el deber de la autoridad de fundar y motivar sus actos de molestia emitidos en perjuicio de los gobernados, implica cumplir con el requisito formal de señalar en el acto de molestia los preceptos en que funde su competencia al emitir el acto y el requisito material que requiere que los hechos encuadren en las hipótesis previstas en las normas en las que fundaron su decisión; además de que lo relevante de la invocación de los artículos de las Leyes o Reglamentos, con las fracciones específicas en el acto impugnado es que la cita de dichas normas le permitiría al administrado conocer que la emisora del acto está facultada legalmente para determinar la imposición de la sanción consistente en multa económica por violación a los reglamentos, con base en los hechos que realizo con motivo del ejercicio de sus facultades de verificación, de ahí la obligación de citar los artículos con sus fracciones aplicables.
En ese tenor es válido concluir que ninguno de los preceptos legales citados por la autoridad para fundar su facultad para determinar la multa por la cantidad de ********** en perjuicio del administrado, dado que la autoridad estaba obligada a citar, como fundamento de la resolución en la que resolvió imponer una multa a la persona moral hoy actora, los artículos de las Leyes o Reglamentos, con las fracciones específicas que precisaran la atribución de imponer multas, sin embargo, lo cierto es que la autoridad demandada al emitir el acto que ahora se impugna  fue omisa en señalar en el acto de molestia los preceptos en que funda su competencia al emitir el acto, al no señalar en la misma la fracción, inciso o subinciso de los artículos 9 del Reglamento para el Ejercicio de actividades Comerciales, Industriales y de prestación de Servicios en el Municipio de San Luis Potosí, y 11 del Reglamento de Anuncios del Municipio de San Luis Potosí, en las que específicamente se contiene la facultad para imponer multas.
Lo anterior, sin que implique desconocimiento de las facultades conferidas a dicha Dirección, pues según los dispositivos aludidos, no se advierte cita del dispositivo legal que contenga la atribución del Director de Comercio Municipal para emitir el acto de la naturaleza que se trata, lo que implica desatención a la garantía de legalidad y seguridad jurídica, ya que no se brinda la oportunidad al particular, de conocer sobre la base de los dispositivos invocados, que el emisor del acto de molestia fue dictado por autoridad dotada de competencia legal para ello.
Al respecto se estima relevante señalar que en la Ejecutoria “1.29305 Décima Época. Tribunales Colegiados de Circuito. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 75, Febrero de 2020 Tomo III, Página: 2081”, asociada la jurisprudencia publicada de rubro “FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. ALCANCE Y APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 115/2005”, en el desarrollo de las consideraciones que vierte en la ejecutoria hace referencia a la exigencia de fundamentación de la competencia de la autoridad y al respecto  en la parte que interesa dice lo siguiente. 

“Ciertamente, ya quedó establecido en párrafos precedentes que los actos de molestia a los particulares, ya aislados o dentro de un procedimiento administrativo, deben ser realizados por las autoridades legalmente competentes, y que la competencia de las autoridades es uno de los elementos esenciales del acto administrativo.

También es dable apuntar, que para cumplir con el derecho fundamental de fundamentación, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso y que, conforme al derecho jurisprudencial interno, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden.

Cabe precisar, para fines del punto jurídico que ahora se examina, que la anterior exigencia tiene como propósito que el particular afectado tenga conocimiento y la certeza jurídica de que quien está invadiendo su esfera jurídica, lo hace con apoyo en una norma jurídica que le faculta para obrar en ese sentido; y a la vez, que esté en aptitud de cuestionar tales facultades, o la forma en que fueron desenvueltas por la autoridad.”

Por consiguiente, en la especie, se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la omisión de requisitos formales, como lo son la fundamentación de la competencia de la autoridad; toda vez que, el Director de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, fue omisa en justificar debidamente la competencia para emitir el acto de la naturaleza de que se trata.
Ahora, al ser la causa de ilegalidad la indebida fundamentación de la competencia del funcionario que emitió el acto impugnado, lo conducente es declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado. El criterio que adopta ésta Sala, se apoya en la las Tesis de Jurisprudencia del Pleno y Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y en la Tesis Aislada del Pleno de dicho Alto Tribunal, que abordan el problema jurídico concreto, y que a continuación se transcriben:
“NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA..- En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad emisora de un acto administrativo no cite con precisión el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente o, en su caso, no transcriba el fragmento de la norma si ésta resulta compleja, que le conceda la facultad de emitir el acto de molestia, el particular quedaría en estado de inseguridad jurídica y de indefensión, al desconocer si aquélla tiene facultades para ello, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la nulidad lisa y llana del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no la vinculará a realizar acto alguno, por lo que su decisión no podrá tener un efecto conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, salvo el caso de excepción previsto en la jurisprudencia citada, consistente en que la resolución impugnada hubiese recaído a una petición, instancia o recurso, supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una nueva en la que se subsane la insuficiente fundamentación legal..-  Contradicción de tesis 34/2007-SS.”

Las negrillas y el Subrayado son nuestros.

En consecuencia, con fundamento en los 250 fracción I y II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí de San Luis Potosí, lo precedente es declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ total del acto administrativo impugnado y por consecuencia la NULIDAD lisa y llana de dicho acto, consistente en la resolución dictada el treinta de diciembre del dos mil diecinueve, por la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en la cual, se determinó imponer al propietario y/o representante legal y/o encargado del establecimiento denominado **********  ubicado en ********** No. **********, **********, en esta Capital, una multa por la cantidad de **********, por supuestas violaciones al Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicio del Municipio Libre de San Luis Potosí.
Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se ordena a la demandada que cancele los registros inherentes a la multa determinada en la resolución que ha sido declarada ilegal.

En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad de la boleta impugnada en el presente juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 
Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:

"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción I y II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La actora sí probó los extremos de su acción, en consecuencia.
TERCERO.- Se declara la nulidad lisa y llana del acto impugnado consistente en la resolución dictada el treinta de diciembre del dos mil diecinueve, por la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que determinó imponer al propietario y/o representante legal y/o encargado del establecimiento denominado ********** una multa por la cantidad de **********; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando SEXTO de ésta Sentencia.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la actora y mediante oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- Rubrica
	“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”



� ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:


….


II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;


….


VII. Contra actos que hayan sido impugnados o se encuentren pendientes de resolución en un procedimiento judicial;





� ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:


II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;





� ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 


Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.


�ARTICULO 250(…) La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.


� Novena Época, Registro: 170827, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 218/2007, Página: 154.


� Novena Época, Registro: 177347, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXII, Septiembre de 2005, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 115/2005, Página:   310.


� “Artículo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”





� Novena Época, Registro: 172182, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXV, Junio de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 99/2007, Página:   287.





